
  

 
 

 
 

 

  

   

 

MINISTERIO 
DE HACIENDA 
Y FUNCIÓN PÚBLICA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 
DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

Recurso nº   117/2017  C.A.  Galicia  17/2017  

Resolución nº  239/2017  
 

RESOLUCIÓN  DEL  TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  CENTRAL
  

DE R ECURSOS C ONTRACTUALES
  

 

En Madrid, a 3  de  Marzo  de  2017  

VISTO  el  recurso interpuesto por  D.  M.  A.  V.  D.,  en  nombre y  representación  de  la 

Asociación  Provincial  de Empresarios de  Limpieza de  Edificios y Locales de  Pontevedra 

(AELPO),  D. M.  C.  L. V.,  en  nombre y  representación  de  la Asociación  Provincial  de  

Empresarios de  Limpieza  de  Edificios y Locales  de  la  provincia  de  Ourense (ASOREL),  D. 

M.  N.  S.,  en  nombre y  representación  de  la Asociación  Provincial  de  Empresarios de  

Limpieza de  Edificios y  Locales de  la provincia de  Lugo y  D.  R.  S.  F.,  en  nombre y 

representación de  la Asociación  Provincial  de  Empresarios de  Limpieza de  Edificios y 

Locales de  la provincia de  A  Coruña  (AELCO),  contra  los pliegos  rectores del  procedimiento  

de contratación  del  “servicio de  limpieza de  los edificios administrativos y otros locales del 

sector  público autonómico  y de  otros órganos y  administraciones adheridos a este sistema  

de contratación  centralizada”,  convocado  por  la Vicepresidencia y  Consejería de  

Presidencia, Administraciones y  Justicia de  la Xunta de  Galicia ,  el  Tribunal,  en  sesión  del  

día  de  la fecha,  ha  adoptado la  siguiente resolución:  

ANTECEDENTES D E H ECHO  

Primero.  La  Vicepresidencia y  Consejería de  Presidencia, Administraciones y  Justicia de  la 

Xunta  de  Galicia  convocó  a pública licitación,  mediante anuncios  publicados en el  Diario  

Oficial  de  la Unión  Europea  de  6 de  enero de  2017 así  como en  el  Diario Oficial  de  Galicia  

de   25  de  enero de  2017  y  en  el  Boletín  Oficial  del  Estado de  14  de  enero de  2017,   la 

adjudicación,  por  procedimiento abierto,  del  “servicio de  limpieza  de  los edificios 

administrativos y otros  locales del  sector  público autonómico  y de  otros órganos y 

administraciones adheridos a este sistema de  contratación  centralizada, con  un  valor  
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estimado de  45.103.279,32  euros. En los citados  anuncios se explicitaba que  el  contrato no  

estaba dividido  en  lotes.   

Segundo.  El  25  de  enero de  2017  la Asociación  Provincial  de  Empresarios de  Limpieza de  

Edificios y  Locales de  Pontevedra (AELPO),  la  Asociación  Provincial  de  Empresarios de  

Limpieza de  Edificios y Locales de  la provincia de  Ourense (ASOREL),  la Asociación  

Provincial  de  Empresarios de  Limpieza de  Edificios y  Locales de  la provincia  de  Lugo y  la  

Asociación  Provincial  de  Empresarios de  Limpieza de  Edificios y  Locales de  la provincia de  

A  Coruña (AELCO)  interpusieron ante este Tribunal  el  correspondiente  recurso especial  en  

materia de  contratación  contra  los citados  pliegos,  al  que  se asignó  el  número 117/2017.  En  

dicho  recurso interesaban  la anulación  del  procedimiento de  contratación,  con  convocatoria  

de  una nueva licitación  en la  que  se  dividiera el  contrato en  lotes.  

Tercero.  El  21  de  febrero se dio traslado del  recurso al  resto de  licitadores para que,  en  el  

plazo de  cinco  días y  si  lo estimaban  oportuno, presentaran  alegaciones al  mismo, habiendo  

sido  evacuado dicho  trámite por  parte  de  GRUPO  NORTE  AGRUPACIÓN  EMPRESARIAL  

DE S ERVICIOS,  S.L.   

FUNDAMENTOS D E D ERECHO  

Primero.  Este Tribunal  es competente para resolver el  presente recurso, de  conformidad 

con  lo dispuesto en  el  artículo  41.3 del  Texto Refundido  de  la Ley  de  Contratos del  Sector  

Público, aprobado por  Real  Decreto Legislativo 3/2011,  de  14  de  noviembre (en  lo sucesivo,  

TRLCSP),  y  en  el  Convenio suscrito al  efecto entre la Administración  del  Estado y  la de  la  

Comunidad Autónoma de Galicia, que  fue  publicado en  el  BOE  el  día 25 de  noviembre de 

2013.  

Segundo.  Las recurrentes son  asociaciones representativas de  los  intereses profesionales 

de  empresas de  limpieza de  edificios y  locales de  las cuatro provincias gallegas.  

Consecuentemente,  debe  apreciarse  que  actúan con  legitimación  bastante,  a tenor  de  lo  

previsto  en  artículo 24.1 del  Real  Decreto 814/2015, de  11  de  septiembre, por  el  que  se  

aprueba  el  Reglamento  de  los procedimientos  especiales de  revisión  de  decisiones en  

materia contractual  y  de organización  del  Tribunal  Administrativo Central  de  Recursos 

Contractuales, con  arreglo al cual  “sin perjuicio de los supuestos generales previstos en  el  
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artículo 42  del  texto refundido  de  la Ley de  Contratos del  Sector  Público y en  el  102 de  la  

Ley 31/2007,  de  30  de  octubre,  los recursos regulados en  este Reglamento podrán  ser  

interpuestos por  las asociaciones representativas de intereses relacionados con  el  objeto del  

contrato que se impugna exclusivamente cuando lo sean para la  defensa de  los intereses 

colectivos de  sus asociados”.  

Al  amparo  de  esta disposición,  resoluciones como la 1105/2015  de  este  Tribunal  han  

admitido  la legitimación de  asociaciones en  defensa de  los intereses colectivos, al  

considerar que  “parece  claro que la decisión  acerca de  si  determinadas cláusulas de  los  

pliegos son  restrictivas  de  la concurrencia representa  para  una entidad que asume la  

defensa de  los intereses  colectivos del  sector algo más que  un  interés por  la mera legalidad 

de  los actos administrativos”.  

Tercero. También  debe afirmarse  que  el  recurso ha  sido  interpuesto dentro  del  plazo  

legalmente establecido,  computado  en  los términos previstos en  el  artículo 44.2.b)  TRLCSP.  

Cuarto. El  análisis de  los requisitos de  admisión  del  recurso debe  concluir  con  la  

determinación  de  si  el  acto  recurrido  es susceptible de  impugnación por  dicho  cauce,  

extremo que  no  admite duda  alguna,  atendido  lo  dispuesto en  el  artículo 40.2.a),  en  relación  

con  los artículos 40.1.a)  y  16.1.a),  todos  ellos del  TRLCSP.  

Quinto. Las actoras fundamentan  su recurso en una única alegación,  a saber,  que  al  no  

contemplarse la  división  en  lotes en  el  procedimiento de  licitación  objeto  de  impugnación  se 

introduce  una indebida  restricción  a la concurrencia,  sin que  se haya ofrecido  justificación  

bastante  al  efecto, tal  y  como resultaba exigible  a tenor  de  lo previsto en el  artículo 46.1 de  

la Directiva 2014/24/UE,  al  que  cabe atribuir  eficacia vertical  directa al  haber  vencido  el  

plazo señalado para su  debida  transposición  al  derecho interno.  

El  órgano de con tratación  alega que  se  ha  ofrecido  una justificación  motivada y  suficiente de  

la decisión  de  no  dividir  el  contrato en  lotes,  interesando por  ello la desestimación  del  

recurso.  

Sexto. Dado que  el  recurso se hace descansar,  exclusivamente, sobre la falta de  

justificación  de  la no  división  en  lotes del  contrato, cumple recordar cual  ha  sido  la doctrina  
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que,  en  punto  a dicho  extremo,  ha mantenido   este Tribunal,  de  la que  se hace suficiente 

recensión  en  la resolución 918/2014,  de  12  de  diciembre,  en  los  siguientes  términos:  

“El  tratamiento que la ley establece  puede sistematizarse del  siguiente modo: 1.  La  ley no  

prohíbe,  con  carácter  general,  la división  en  lotes  del  objeto de  un  contrato;  2.  La  división  en 

lotes constituye  una elección  de  la  administración  contratante; 3.  Presupuesto necesario de  

esta opción  de contratación es que los lotes sean susceptibles de  utilización  o 

aprovechamiento separado  y constituyan  una unidad funcional,  o así  lo exija la naturaleza  

del  objeto;  4.  La  decisión de  la separación  en  lotes del  objeto del  contrato debe  estar  

debidamente justificada  en  el  expediente; 5. No podrá  fraccionarse un  contrato con  la 

finalidad de  disminuir  la  cuantía  del  mismo y eludir  así  los requisitos de  publicidad  o los  

relativos al  procedimiento de  adjudicación  que  correspondan,  medida  que tiende  a prevenir  

el  fraude  de  ley en  la  contratación  pública;  6. Cuando la realización  de  una obra, la 

contratación  de  unos servicios o la obtención  de  unos suministros homogéneos  pueda dar  

lugar a la adjudicación  simultánea  de  contratos  por  lotes separados,  se deberá  tener en  

cuenta el  valor global  estimado de  la totalidad de  dichos lotes,  con  las particularidades  

previstas en  las normas de  cuantificación  a efecto de  umbral  de  los contratos (como dijimos  

en  la Resolución  52/2013, 214/2013  y otras).  Como ya se dijo en  la Resolución 247/2012,  

“El  precepto transcrito  en  lo pertinente ha  sido  interpretado por  la Junta Consultiva de  

Contratación  Administrativa, entre otros, en  sus informes no  57/08  y 64/08, ambos de  31  de  

marzo de  2009,  indicando  que el  fraccionamiento del  objeto de  un  contrato mediante su  

división  en  lotes es perfectamente admisible cuando las diferentes partes de  la prestación  

contractual  sean por  sí  mismas  susceptibles de  utilización  o  aprovechamiento independiente  

y,  a la  vez,  constituyan,  cada una de ellas y  por  sí  solas,  una unidad funcional.  Ahora bien,  la 

concurrencia de  estos dos requisitos no  determina  necesariamente y en  todo caso que debe  

procederse al  fraccionamiento del  contrato mediante su división  en  lotes,  y ello en  razón  de  

que el  artículo  86.3 del  TRLCSP  configura el  fraccionamiento del  contrato  como  una facultad  

o derecho potestativo que asiste al  órgano  de  contratación  (“...podrá  preverse la realización  

independiente de  cada una sus partes mediante su división  en  lotes...”)  y  cuyo  ejercicio  

deberá motivarse suficientemente (“...y así  se justifique debidamente en  el  expediente...”),  

entrañando  un  indudable componente de  discrecionalidad técnica  en función de  las  

concretas circunstancias que en  cada caso  concurran;  en  rigor,  el  fraccionamiento  del  

contrato mediante su  división  en  lotes viene a  constituir  una  excepción  a la  regla general  que  
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constituye el que puede denominarse sistema integral, esto es, la inclusión de todas las 

prestaciones en un único contrato sin división en lotes.” También se dijo que “Configurado el 

fraccionamiento del objeto del contrato mediante su división en lotes como un derecho 

potestativo que asiste al órgano de contratación, dicho derecho debe seguidamente, según 

lo dicho más arriba, ponerse en relación con los principios y exigencias que comporta la 

contratación administrativa y que sanciona el artículo 1 del TRLCSP que preceptúa lo 

siguiente: “La presente ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de 

garantizar que la misma se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, 

publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato 

entre los candidatos, y de asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad 

presupuestaria y control de gasto, una eficiente utilización de los fondos destinados a la 

realización de las obras, la adquisición de bienes y la contratación de los servicios mediante 

la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguardada de la 

libre competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa (...)” Del 

precepto transcrito se desprende que es principio básico y rector de la contratación del 

sector público el de eficiencia –“eficiente utilización de los fondos públicos”, en palabras de 

dicho precepto legal–, principio que, en relación con la opción (que asiste al órgano de 

contratación dentro de los límites del artículo 86.3 del TRLCSP) entre la integración de las 

diversas prestaciones en un solo contrato sin división de lotes o el fraccionamiento del 

contrato mediante su división en lotes, exige tomar en consideración distintos aspectos 

como son, principalmente: 1) el incremento de la eficacia que supone la integración de todas 

las prestaciones en un único contrato sin división del mismo en lotes; 2) la mayor eficiencia y 

coordinación en la ejecución de las prestaciones resultante del tratamiento unitario del 

contrato; 3) el aprovechamiento de las economías de escala que posibilita el hecho de que 

todas las prestaciones se integren en un único contrato sin división en lotes; y 4) la 

optimización de la ejecución global del contrato al ser el control de su cumplimiento más 

efectivo si el contrato se adjudica a una sola empresa y no a varias como podría ocurrir si se 

estableciesen lotes. Ahora bien, el artículo 1 del TRLCSP sanciona también, como principios 

básicos y rectores de la contratación del sector público, la libertad de acceso a las 

licitaciones, la no discriminación e igualdad de trato y, en fin, la salvaguarda de la libre 

competencia. Así las cosas, es el resultado de la ponderación conjunta de unos y otros 

principios – eficacia y eficiencia de la contratación pública, y, más concretamente, los 
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aspectos antes indicados, de una parte, y libertad de acceso a las licitaciones, no 

discriminación y salvaguarda de la competencia, de otra parte– lo que debe erigirse en 

pauta para determinar la procedencia o no de fraccionar el objeto del contrato mediante su 

división en lotes.” Siempre partiendo, como se destacó en la Resolución 657/2014, que 

corresponde al órgano de contratación la decisión motivada sobre el fraccionamiento del 

objeto del contrato en lotes, pudiendo ser igualmente razonable una prestación integral del 

servicio en la medida que con ello se pueda incrementar la eficacia y la eficiencia en la 

ejecución de las prestaciones y, a su vez, aprovechar las economías de escala que 

posibiliten esa prestación integral, de modo que tras el oportuno examen de las necesidades 

a satisfacer se expliciten en el expediente las razones que hacen necesario o aconsejan, ya 

sea la prestación del servicio de forma integral sin necesidad de su división en lotes, ya sea, 

de acuerdo con lo previsto en el artículo 86 del TRLCSP, la división del mismo en los lotes 

que el órgano estime convenientes. 

Las Resoluciones de este Tribunal han sido en su mayor parte desestimatorias, y solo han 

estimado si había ausencia de justificación en la división por lotes (como la Resolución 

227/2012; rechazándose el recurso en casos en que existía tal motivación, como en la 

101/2013, la 214/2013 , la 684/2014 o la 756/2014); o en casos en que bajo la denominación 

del objeto del contrato había servicios diferenciados que permitían una prestación 

independiente por diferentes operadores y empresarios, en que la unificación en su licitación 

puede afectar a la libre concurrencia al requerir a los potenciales licitadores estar en 

disposición de prestar todos los servicios cuando, en realidad, el mercado no refleja esta 

unificación (Res. 52/2013). Sobre restricciones a la libre competencia hemos dicho en 

aquella Resolución 247/2012 que “No cabe duda de que el fraccionamiento de un contrato 

en lotes posibilita el acceso de un mayor número de empresas al procedimiento de 

licitación». 

Continúa señalando la resolución, a propósito de la restricción de la competencia, que 

«ahora bien, siendo el fraccionamiento del contrato la regla singular o de excepción y el 

sistema integral – inclusión de todas las prestaciones en un único contrato sin división en 

lotes– la regla general, conforme resulta del artículo 86 del TRLCSP, el fraccionamiento en 

lotes sólo deberá efectuarse, aun a costa de sacrificar los principios de eficacia y eficiencia, 

cuando de seguirse el sistema integral se produzca realmente una situación de restricción 
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de  la competencia. Esta situación  de  restricción de la  competencia –a que  puede dar  lugar  el  

hecho  de  que, existiendo en  el  sector  de  que se  trate una empresa  que ocupe  una posición  

dominante,  se confeccione un  pliego en  el  que  se opte por  el  sistema integral–  tendrá lugar 

cuando tal  restricción  afecte a un  número  razonable de  empresas que operen  en  el  sector  

que se considere y que represente un  porcentaje considerable de  éste,  de  manera que les  

impida  o, al  menos,  les dificulte para acceder  a la licitación,  pero tal  situación  de  restricción  

de  la competencia no  podrá  apreciarse cuando la  afectación  quede circunscrita a un  número  

escaso de  empresas de  reducido  tamaño  o dimensiones que por  esta razón  resulte poco  

significativo  en  el  sector  de  que se trate globalmente considerado,  pues lo que no  puede 

hacerse es  convertir  a las reglas de  protección  de  la competencia en  un mecanismo para  

que empresas de  reducidas dimensiones se sitúen al  mismo nivel  que  otras de  superior  

tamaño y mayor potencialidad económica,  dado  que la concreta dimensión  con  la que se  

constituye  una empresa  es, en  definitiva,  una decisión  de  su titular.  Es por  todo ello por  lo 

que resulta necesaria la suficiente acreditación  de  que una concreta conformación del  pliego 

que ha  de  regir  la contratación  –opción  por  el  sistema integral,  en  el  caso  a que se refiere el  

presente recurso–  afecta  de  forma real  y efectiva no  sólo a un  número  escaso de  empresas  

de  reducidas dimensiones que operen en  el  sector,  sino  también  a un  número significativo  

de  las empresas que intervienen en  el  mismo, pues sólo  así  podrá  apreciarse una situación  

de  restricción  de  la competencia, y  es justamente esa  acreditación  la que no  ha  aportado la  

entidad recurrente.”  Y  en la 657/2014  que “la no  división  en  lotes de  un  contrato no  implica 

en  sí  misma  una restricción a la competencia, en  cuanto que las empresas interesadas  en  la 

licitación  por  estar  capacitadas dada  su actividad para realizar alguna  o algunas de  las  

prestaciones  objeto de  contratación  siempre  podrán  concurrir  en  unión  temporal  de  

empresas,  sin perjuicio de  las consideraciones  anteriormente expuestas, en  cuanto a  la 

situación  del  mercado,  y que deberán  tenerse  en  cuenta a los efectos del  fraccionamiento  en  

lotes de  un  contrato.”  

Incluso  en  la Resolución  652/2014,  dijimos que “la mayor  o menor apertura a la competencia 

de  un  determinado  procedimiento de  contratación  o un  lote de  un  procedimiento, en  sí  

mismo,  no  determina  una infracción  de  los principios de  competencia,  libre acceso a las  

licitaciones, igualdad y no  discriminación,  cuando  encuentra su justificación  en  las  

necesidades o fines a satisfacer  mediante esa  prestación”  y que  “Cuestión  distinta es que la  

definición  de  lotes efectuada  por  la Administración  no  haya sido  del  modo  propuesto por  el  
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recurrente,  pretensión  que no  puede acogerse por  ser contraria a la libertad  configuradora  

del  órgano de   contratación  derivada del  artículo  86  del  TRLCSP.”»  

Ciertamente, la doctrina  transcrita fue  elaborada  exclusivamente a la vista de  la  disciplina  

resultante  de  la TRLCSP,  siendo  así  que  el  recurso que  nos  ocupa  hace expresa invocación  

de  la nueva regulación  resultante de  la  Directiva  2014/24/UE  del  Parlamento Europeo  y  del  

Consejo sobre contratación  pública y  por  la que se deroga  la Directiva  2004/18/CE  (en  

adelante Directiva de contratos),   cuya directa aplicación  se invoca.  

En este particular,  y  en  lo que  se refiere a la eficacia vertical  directa de  la referida Directiva, 

cabe destacar que,  como se  señaló, entre otras,  en  la resolución  1065/2016  de  este 

Tribunal,  su plazo de  transposición  expiró el  18  de  abril  2016  sin que  hubiera sido  

incorporada, con  carácter global,   al  derecho interno por  el  Reino  de  España  (  lo que  no  

obsta a que  algunas de  sus previsiones hayan  merecido  una singular transposición  a través  

de  diversas normas  legales).  

En esas mismas resoluciones hemos declarado que  el  hecho  de  que  el  Estado miembro no  

haya transpuesto  el  contenido  de  las Directivas no  impide  su aplicación  directa,  si  se dan los  

requisitos necesarios para  ello fijados por  la jurisprudencia del  Tribunal  de  Justicia de  la 

Unión  Europea.  De esta forma,  los procedimientos de  contratación  sujetos  a regulación  

armonizada que  se hubieran iniciado con  posterioridad  al  18  de  abril  de  2016  –entendiendo  

por  tales conforme a la disposición  transitoria  primera,  apartado 1, del  TRLCSP,  sensu  

contrario, aquellos procedimientos abiertos en  que se hubiera publicado la correspondiente 

convocatoria  del  procedimiento de  adjudicación  del  contrato,  con  posterioridad a dicha  fecha 

y,  en  el  caso  de  procedimientos negociados,  se hubieran aprobado  los pliegos igualmente  

con  posteridad  a dicha  fecha–,  están sujetos al  efecto directo de  la Directiva de  contratos.  A  

tal  efecto,  se destacaba  en las citadas resoluciones, han  de  tenerse en  cuenta los siguientes  

elementos   interpretativos:  

- La  recomendación  de  la Junta Consultiva de  Contratación  Administrativa (JCCA),  en  

relación  con  la aplicación de  las nuevas directivas de  contratación  pública, de  15  de  marzo  

de  2016.  
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- Los criterios que,  sobre el  efecto directo de las Directivas, fueron  fijados  por  los Tribunales 

administrativos encargados de  la resolución  del  recurso especial  en  materia  de  

contratación  en  documento conjunto  de  1 de  marzo de 2016.  

Sentado lo anterior,   debe   señalarse ciertamente,   que  el  considerando  78  de  la citada 

Directiva, expresa,  en  relación  con  la división  de  contratos en  lotes,  lo que  sigue:  

“Debe adaptarse la contratación  pública a las necesidades de  las PYME.  Es preciso alentar  

a los poderes adjudicadores a utilizar el  código  de  mejores prácticas que se establece  en  el  

documento de  trabajo de los servicios de  la Comisión,  de  25  de  junio de  2008,  titulado  

«Código  europeo  de  buenas prácticas para  facilitar el  acceso  de  las PYME  a los contratos 

públicos»,  que ofrece  orientaciones acerca de  cómo aplicar el  régimen de  contratación  

pública de  forma que  se facilite la participación  de  las PYME.  A  tal  efecto y para aumentar  la  

competencia, procede  animar a los poderes adjudicadores a, en  particular,  dividir  grandes  

contratos en  lotes.  Esta  división  podría realizarse de  manera cuantitativa, haciendo  que la  

magnitud  de  cada contrato corresponda  mejor a la capacidad de  las PYME,  o de  manera 

cualitativa,  de  acuerdo con  los diferentes gremios y especializaciones implicados, para 

adaptar mejor el  contenido  de  cada contrato a los sectores especializados de  las PYME o de   

acuerdo con  las diferentes fases ulteriores  de  los  proyectos.  

La  magnitud  y el  contenido  de  los lotes deben  ser determinados libremente  por  el  poder  

adjudicador,  el  cual,  de  acuerdo con  las normas  pertinentes en  materia  de  cálculo del  valor  

estimado de  la contratación,  debe  estar  autorizado a adjudicar algunos de  los lotes sin 

aplicar los procedimientos previstos en  la presente Directiva.  El  poder  adjudicador debe  

estar obligado  a estudiar  la conveniencia de  dividir  los contratos en  lotes,  sin dejar de  gozar  

de  la libertad  de  decidir  de  forma autónoma y basándose en  las razones que estime 

oportunas,  sin estar  sujeto a supervisión  administrativa o judicial.  Cuando el  poder  

adjudicador decida  que no  sería  conveniente  dividir  el  contrato en  lotes,  el  informe  

específico o los pliegos de  la contratación  deben incluir  una indicación  de  las principales  

razones que  expliquen  la elección  hecha  por  el  poder  adjudicador.  Estas razones podrían  

ser,  por  ejemplo, el  hecho  de  que el  poder  adjudicador considere  que dicha  división  podría  

conllevar  el  riesgo de  restringir  la competencia, o hacer  la ejecución  del  contrato  

excesivamente difícil  u onerosa desde  el  punto  de  vista  técnico,  o  que la necesidad de  
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coordinar  a los diferentes contratistas para los diversos lotes podría conllevar  gravemente el  

riesgo de socavar  la ejecución  adecuada del  contrato.”  

En esta línea, el   artículo  46,  bajo la  rúbrica  “división  de  contratos  en  lotes”,  establece  lo que  

sigue:   

“1. Los poderes adjudicadores podrán optar por  adjudicar un  contrato en  forma de  lotes  

separados,  y  podrán  decidir  el  tamaño y  el  objeto  de  dichos lotes.  

Excepto en  el  caso  de  los contratos cuya  división  resulte obligatoria  en  virtud  del  apartado 4  

del  presente artículo,  los poderes adjudicadores indicarán las principales razones por  las  

cuales han decidido  no  subdividir  en  lotes.  Dicha  decisión  se incluirá en  los pliegos de  la  

contratación  o  en  el  informe específico al  que  se refiere  el  artículo 84.  

2. Los poderes adjudicadores precisarán,  en  el  anuncio de  licitación  o  en  la  invitación  a  

confirmar  el  interés,  si  las ofertas  pueden  presentarse para uno,  varios o  todos los lotes.  

Los poderes adjudicadores estarán facultados  para limitar el  número  de  lotes que puedan  

adjudicarse a un  solo licitador,  incluso  en  el  caso de  que  se puedan  presentar  ofertas  para  

varios o todos  los lotes,  siempre que en  el  anuncio de  licitación  o en  la invitación  a confirmar  

el  interés se indique el  número máximo  de  lotes por  licitador.  Los poderes adjudicadores  

indicarán en  los pliegos de  la contratación  los criterios o  normas objetivos y no  

discriminatorios que se proponen  aplicar para determinar  qué lotes serán  adjudicados, en  

caso  de  que la aplicación de  los criterios de  adjudicación  pueda dar  lugar a que a un  solo  

licitador se le  adjudique un número de  lotes  superior al  máximo  indicado.  

3. Los Estados  miembros podrán disponer  que,  en  caso  de  que pueda adjudicarse más  de  

un  lote al  mismo licitador,  los poderes adjudicadores estén facultados para adjudicar 

contratos que combinen varios lotes  o todos  los lotes cuando dichos poderes hayan  

especificado, en  el  anuncio de  licitación  o en  la invitación  a confirmar  el  interés, que se  

reservan  dicha  posibilidad,  y hayan  indicado los lotes o grupos de  lotes que puedan  

combinarse.  
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4. Los Estados miembros podrán aplicar el  párrafo segundo  del  apartado 1 haciendo  

obligatoria  la adjudicación  de  contratos en  forma de  lotes separados,  en  condiciones que  

habrán de  especificarse  de  conformidad con  el  Derecho nacional  y teniendo  en  cuenta el  

Derecho de  la Unión.  En tales casos,  también  serán de  aplicación  el  párrafo primero del  

apartado  2 y,  si  procede,  el  apartado 3.”  

En relación  con  la previsión  de  este artículo 46  de  la Directiva, este Tribunal  ha  declarado, 

entre otras,  en  la resolución  814/2016,   que  del  mismo se desprende que “la división  no  es 

obligatoria”,  siendo  así  que,  por  mucho que  el   considerando  78  de  la Directiva 2014/24/UE  

exprese que,  para aumentar  la competencia, “procede  animar a los poderes adjudicadores  

a, en  particular,  dividir  grandes contratos en  lotes”,  también  añade  que  tales poderes 

adjudicadores deben conservar “la libertad  de  decidir  de  forma autónoma y basándose en  

las razones que estime oportunas,  sin estar  sujeto a supervisión  administrativa  o judicial”, 

exigiendo  únicamente que se estudie la conveniencia de  tal  división,  a cuyo fin,  “cuando el  

poder  adjudicador decida  que no  sería conveniente dividir  el  contrato en  lotes,  el  informe  

específico o los pliegos de  la contratación  debe incluir  una indicación  de  las principales  

razones que expliquen  la elección  hecha  por  el  poder  adjudicador.”  

Las asociaciones recurrentes afirman,  en  su recurso,  que  no  existe en  los pliegos  la “más 

mínima mención  a cuáles hayan  podido  ser las razones que han llevado  al  poder  

adjudicador a no  subdividir  el  contrato en  lotes”,  lo que,  a su entender,  determina  que se  

haya infringido  “de  un modo palmario  y evidente el  contenido  del  artículo 46.1 de  la Directiva  

2014/24/UE,  de  directa  aplicación”.  

Sin embargo,  lo cierto es que,  tal  y  como alega el  órgano de  contratación,  si  existe en  el  

expediente del  contrato una justificación  expresa  de  las razones que  han determinado  que 

no  se procediera  al  fraccionamiento o  división  en lotes del  mismo.  Dicha  motivación  está  

incorporada al  apartado “fraccionamiento del  contrato”  (páginas 10-11)  del  informe o  

Memoria elaborado para  dar  cumplimiento a  lo previsto en el  artículo 33 de  la Ley  4/2013,  de  

26  de  diciembre, de  racionalización  del  sector  público autonómico  (cuyo  informe  obra como 

documento 5 del  expediente).  En efecto, en  el  citado informe (que  cabe asimilar al  informe  

previsto en  el  artículo 84 de  la Directiva, al  que  se refiere el  artículo 46.1  como medio apto  
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para justificar  las razones determinantes de  la decisión  de  no  subdividir  en  lotes)  se expresa  

(una vez  traducido  al  español)  lo que  sigue:  

“El  artículo 29.3.a)  de  la Ley 14/2013,  de  26  de diciembre, de  racionalización  del  sector  

público autonómico  señala que cuando el  objeto del  contrato admita  fraccionamiento,  se 

procurará la realización  independiente de  cada una de  sus partes mediante su división  en  

lotes,  justificándolo debidamente en  el  expediente y cumpliendo  los requisitos establecidos 

en  la legislación  de  contratos del  sector  público.  

No obstante,  en  el  presente contrato con  la finalidad de  conseguir  una  mayor  eficiencia en  la  

gestión  y obtención  de  economías de  escala,  con  reducción  de  precios y costes de  

transacción,  se contrata  de  manera centralizada el  servicio de  limpieza de  los edificios  

administrativos de  la Xunta de  Galicia.  

Asimismo, se pretende  conseguir  un  mayor  ahorro exigiendo  que la gestión  del  contrato por  

parte de  la empresa  adjudicataria debe  ser centralizada,  buscando  el  máximo  

aprovechamiento de  los recursos  humanos y  materiales. En consecuencia,  resulta  esencial  

garantizar la movilidad del  personal  que se subroga en  el  contrato y que  se recoge  en  el  

anexo  VII  de!  pliego de  cláusulas administrativas particulares a efectos de  que la empresa  

adjudicataria pueda gestionar el  contrato  de  manera centralizada.  

En esta misma línea,  con la finalidad de  garantizar esa  gestión  centralizada  del  contrato,  el  

personal  especialista adscrito al  mismo y  que figura en  el  anexo  VII  del  PCAP,  debe  poder  

rotar  entre los distintos  centros incluidos en  el  contrato a los efectos  de  atender  a las 

necesidades de  mantenimiento exigidas en  el  PPTP.  

Además, desde  un  punto de  vista técnico, dada  la dispersión  territorial  del  contrato la 

existencia de distintos  interlocutores dificultaría  la gestión  del  contrato,  

Por todo lo anterior,  en  el  presente supuesto, no  se considera adecuado el   fraccionamiento   

del  contrato.”  

Las razones así  expresadas,  que  giran  sobre extremos expresamente  aludidos en  el  

considerando  78  de  la Directiva (a saber,  la mayor dificultad  que,  desde  el  punto de  vista  

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 
DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

Expdte. TACRC – 117/2017 GA 17/2017 



 

      

 

 

 

13 

técnico,  pudiera comportar la división  en  lotes para la ejecución  del  contrato y  el  riego  que  

para dicha  ejecución  pudiera derivar de  la necesidad de coordinar  a los diferentes  

contratistas para los diversos lotes)  comportan  que  han sido  debidamente atendidas las  

exigencias formales contenidas en  la disciplina  comunitaria y  resultan, a juicio de  este  

Tribunal,  suficientes para tener  por  adecuadamente motivada la decisión  adoptada,  

atendida,  además,  la explícita afirmación  de  la  necesidad de  salvaguardar  la  libertad  de  

decisión  del  poder  adjudicador,  sin sujeción  “a  supervisión  administrativa o judicial”,  que  

resulta del  meritado considerando.  

Debe, por  todo ello, desestimarse el  recurso interpuesto.  

Por todo  lo anterior,  

VISTOS  los preceptos  legales de  aplicación,  

ESTE  TRIBUNAL,  en  sesión  celebrada en  el  día de la fecha,  ACUERDA:  

Primero.   Desestimar  el  recurso interpuesto por  D.  M.  A.  V.  D.,  en  nombre y  representación  

de  la Asociación  Provincial  de  Empresarios de  Limpieza  de  Edificios y Locales de  

Pontevedra (AELPO),  D. M.  C.  L. V.,  en  nombre y  representación  de  la Asociación  Provincial  

de  Empresarios de  Limpieza de  Edificios y  Locales de  la provincia de  Ourense (ASOREL),  

D. M.  N.  S.,  en  nombre  y  representación  de  la Asociación  Provincial  de Empresarios de  

Limpieza de  Edificios y  Locales de  la provincia de  Lugo y  D.  R.  S.  F.,  en  nombre y 

representación  de  la Asociación  Provincial  de  Empresarios de  Limpieza de  Edificios y 

Locales de  la  provincia de  A  Coruña (AELCO)  contra los pliegos rectores  del  procedimiento  

de  contratación  del  “servicio  de  limpieza de  los edificios administrativos y  otros locales del  

sector  público autonómico y  de  otros órganos y  administraciones adheridos a este sistema  

de  contratación  centralizada”, convocado  por  la Vicepresidencia y  Consejería de  

Presidencia, Administraciones y  Justicia de la  Xunta de  Galicia.  

Segundo.  Declarar  que no  se aprecia la concurrencia de  mala fe o temeridad en  la  

interposición  del  recurso  por  lo que  no  procede  la imposición  de  la sanción  prevista en  el  

artículo 47.5 del  TRLCSP.  
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Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en el plazo de dos meses, a contar desde el día 

siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 10.1.k) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa. 
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